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  PRÓLOGO


  Un libro es siempre un acontecimiento que debemos celebrar, sea por el método, por el tema, por el impacto que produce o por el autor. En este caso se dan los cuatro supuestos.


  El método: la práctica


  Existen numerosos estudios sobre la relación entre la Justicia y los medios, enfocándose en las limitaciones que tienen la Justicia para comunicar y los medios para comprender. Este libro no se enfoca en las dificultades sino en cómo superarlas.


  Los libros que declaran cómo deberían ser llevadas a cabo estas políticas públicas son incontables. El presente texto no se basa en declaraciones abstractas, sino que se refiere a lo hecho. Este abordaje es importante, porque uno puede escribir teorías que la práctica suele desmentir. La aplicación, en cambio, es el laboratorio, donde se prueban las hipótesis.


  Aquí se relatan casos con sus dificultades, cómo se hizo para superarlas y las enseñanzas que ello ha dejado. Todo contado por quienes lo llevaron adelante: los arquitectos y los constructores explican cómo hicieron la casa. Por esta razón, es conocimiento depurado por la acción superadora.


  El tema: la revolución en la comunicación


  Es innegable el crecimiento de la judicialización de los conflictos. Si se analizara la agenda de un juez de hace cincuenta años, se comprobaría que sólo se refería a cuestiones de vecinos, patrimoniales, familiares o criminales; los jueces actuales tienen mucho más que eso: deciden sobre los derechos humanos, el sistema jubilatorio, la organización del mercado, el matrimonio homosexual, las tragedias colectivas, el narcotráfico o las catástrofes ambientales.


  No es posible explayarnos aquí sobre las razones de este fenómeno, pero su existencia es notoria: todos los grandes temas de la sociedad van al Poder Judicial.


  Como consecuencia de ello, la participación de la decisión judicial en la noticia ha crecido enormemente. Es suficiente con repasar los diarios, los canales de televisión y hasta el cine, para constatar cuán importante es la presencia del juicio, de las investigaciones judiciales y de las sentencias.


  En este contexto es imposible continuar con la antigua concepción de la sentencia de los jueces. Durante toda la historia del Poder Judicial, la decisión ha sido producto de un profesional (el juez), destinada a otros profesionales (los abogados) y redactada en un lenguaje también profesional. Esta idea continúa en nuestros tiempos, pero es insuficiente.


  Se debe cambiar el paradigma, porque ya no se trata sólo de un asunto profesional y judicial. Hay un derecho de los ciudadanos a conocer las sentencias, y que éstas tengan un fundamento razonable.


  Durante el primer año (2005) en que asumí en la Corte Suprema comencé a insistir en esta revolución comunicacional, recorriendo el país, hablando con los magistrados de todas las regiones, hasta que el cambio fue aprobado masivamente en la primera Conferencia Nacional de Jueces, realizada en la ciudad de Santa Fe, en 2006, que dio lugar al nacimiento del Centro de Información Judicial.


  La decisión fue primero una declaración y luego, una serie de actos de gobierno, comenzando por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la que fue seguida por numerosos tribunales de todo el país.


  Actualmente podemos decir que hay una política de Estado que importa un cambio copernicano; en vez de mirar hacia adentro, la comunicación se enfoca en el derecho de los ciudadanos hacia el Poder Judicial.


  El primer paso para satisfacer este derecho es publicar toda la información de manera accesible. Este paso está siendo cumplido acabadamente.


  La agencia de noticias llega a todo el periodismo en forma inmediata, por Twitter, Facebook y YouTube. Los ciudadanos se acostumbran a visitar la página con una frecuencia que nos ha sorprendido y que ha llegado a doscientos mil por día.


  Hay casos de audiencias que la gente escucha por YouTube desde su casa y en las que participa, opina y discute sobre lo que dicen los amigos del tribunal, las partes o los jueces. En las universidades se estudia con sentencias y con audiencias que se ven en directo o pueden ser mostradas en clase a los alumnos.


  Ese nivel de transparencia y participación es impresionante como modelo de “Gobierno Abierto”, uno de los programas centrales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


  Es importante señalar que estos principios se han mantenido con firmeza a lo largo del tiempo y, cualquiera fuera la noticia o circunstancia, siempre se ha publicado con seriedad. Esta conducta institucional le ha dado al Centro de Información Judicial un grado de credibilidad pública importantísimo, al punto tal que es citado como fuente en todos los medios, noticieros televisivos, programas radiales y producciones gráficas.


  También es relevante destacar que se va construyendo, desde la nada, un debate público sobre la sentencia, lo que incentiva a los jueces a presentar con más claridad la razonabilidad de los argumentos que los llevan a adoptar una decisión, y ello produce un efecto buscado que analizaremos seguidamente.


  El impacto en la teoría democrática del discurso jurídico


  El volumen de la información presentada en sentencias, audiencias públicas, filmaciones de juicios, tiene un altísimo impacto.


  Nuestra historia muestra que tenemos cierto déficit cultural, porque hemos sido militantes de verdades parciales, personas que se miran a sí mismas con la idea que legítimamente defienden. Quienes piensan diferente luchan, del mismo modo, con otros amigos, otras declaraciones.


  No hay encuentro para escuchar al otro, no hay voluntad de ir a escuchar al otro.


  En todo tipo de conflictos se generan estas guerras de posiciones, con altísimos costos sociales, económicos, políticos, institucionales. Si bien el conflicto es inherente al funcionamiento social, resulta indispensable un lenguaje compartido para hablar, una casa común donde habitar.


  Ésta es la tragedia de los giros pendulares, de las batallas que uno gana sabiendo que el otro ganará dentro de un tiempo, la desesperanza de los ciudadanos que asisten al espectáculo de la destrucción de lo que trabajosamente aportan a construir.


  En la base de este razonamiento existe una despreocupación por el otro.


  Los argumentos ignoran por completo la idea de un contraargumento, es decir, de alguien que piense diferente, con lo cual uno debería asumir que se aplican a los que la comparten, y los otros deberían vivir en otra sociedad diferente.


  También hay despreocupación por el conflicto, ya que se declara y se promete como si no hubiera otros que se oponen o recursos escasos. En no pocos supuestos escuchamos proposiciones negligentes por su aplicación, como si ello fuera un problema que debe resolver otra persona.


  Este discurso fracturado debe preocuparnos.


  El Centro de Información Judicial expone los conflictos, grandes y pequeños, los debates, los argumentos y contraargumentos y, de esa manera, todos aprendemos a escuchar al otro. Aunque parezca una obviedad, esta práctica tiende a desaparecer. Hasta unos años atrás, los ciudadanos se encontraban en la plaza pública, allí discutían; incluso hubo tribunales que defendieron el derecho protestar en la calle sobre la base de que es necesaria la interacción, un roce, una discusión, para que las ideas evolucionen.


  Actualmente, y sobre todo en internet, hay una tendencia a buscar corroborar lo que uno quiere ver: las personas visitan las páginas que coinciden con el pensamiento, se relacionan con los amigos que piensan de modo similar en Facebook, participan de grupos que tienden a reforzar su identidad, es decir, hay una tendencia al aislamiento. Obviamente, este fenómeno no se da en una sola dirección, ya que hay también debates en las redes sociales, pero la tendencia mayoritaria es hacia el aislamiento y la búsqueda de quienes piensan como uno.


  La falta de interacción entre opiniones contrapuestas produce, como dijera Cass Sunstein, un riesgo de ir hacia los extremos del pensamiento.


  El Centro de Información Judicial es, en ese sentido, una plaza pública donde transitan todos los argumentos, contribuyendo así al debate democrático.


  La idea es insistir sobre la necesidad mirar los problemas considerando los diferentes puntos de vista, hacerse cargo de la complejidad que ello representa, fomentar el diálogo basado en la búsqueda de consensos y respetar el derecho de los ciudadanos a que las decisiones tengan un fundamento razonable.


  El pluralismo y la diversidad constituyen un hecho incontrastable, y por ello es necesario asumir criterios comprensivos de las distintas posiciones para arribar a un consenso entrecruzado que, si bien no será lo que cada uno desea, en cambio permitirá lo que todos desean, es decir, una sociedad ordenada sobre la base de un criterio más realista de justicia.


  El fundamento institucional


  En la profundidad de este cambio de paradigma puede advertirse el diseño de una institución, si es un sistema mediante el cual se impone una autoridad centralizada o bien tiene una base dialoguista. Para explicarlo se puede utilizar la noción de modelos institucionales concentrado y descentralizado.


  El modelo “concentrado-descendiente” presupone que las decisiones fundamentales deben ser adoptadas por una autoridad y de ella deben descender hacia los súbditos. Considera que el mundo está poblado por sectores que luchan de modo irreductible, y la única salida es dominar o ser dominados; el acuerdo es considerado una traición a las banderas que guían la batalla. Ello produce un antagonismo constante, una sociedad de opositores permanentes, y la solución del problema surge cuando una de las posiciones se impone a la otra.


  De allí que el interés general no surja de un acuerdo consensual, sino de su asimilación a razones de Estado, las que son definidas por grupos sectoriales que van cambiando sucesivamente en el control de las decisiones.


  La oposición no es simultánea sino sucesiva, con lo cual se generan ciclos de cambios que hacen girar pendularmente las decisiones obstaculizando las políticas de Estado. El grupo que llega se legitima tomando distancia del que lo precedió y anunciando un nuevo período fundacional de la república.


  La refundación constante genera un esquema de conducta pro cíclico que lleva a la reiteración de la crisis, porque todo lo que se hace de una manera es destruido para volver a comenzar. Es como el mito de Sísifo que en la versión de Camus era asimilado al trabajo inútil, ya que Sísifo fue condenado a llevar una piedra hacia lo más alto de la montaña y, cuando llegaba, la piedra caía y todo volvía a comenzar.


  Es evidente que la inestabilidad de las instituciones derivada de la falta de acuerdos básicos es uno de los aspectos que se deben solucionar.


  El modelo “descentralizado-ascendiente” parte del supuesto contrario. La ley surge de un acuerdo básico entre los ciudadanos que deciden vivir en sociedad y asciende hacia los órganos que ejercen la autoridad, que son sus delegados.


  Las diferencias son nítidas:


  
    	en el primero las nociones básicas de la sociedad surgen de la decisión de una autoridad central que domina e impone sus ideas, mientras que en el segundo surgen del acuerdo de los ciudadanos;


    	en el primero hay concentración mientras que en el segundo hay descentralización;


    	en el primero hay homogeneidad y en el segundo, diversidad;


    	en el primero hay exclusión de grupos mientras que en el segundo se busca la integración;


    	en el primero hay resultados pacificadores en el plazo inmediato pero tensiones en el largo plazo; en el segundo, por el contrario, hay dificultades iniciales en el consenso pero, una vez que se logra, es más duradero.

  


  Los datos históricos son conocidos, pero nos interesa ahora su potencial como idea regulativa de soluciones relativas a la democracia y la justicia concreta.


  El modelo “ascendiente” permite examinar las decisiones conforme a un estándar de razonabilidad, ya que imagina una situación ideal de diálogo, de naturaleza contrafáctica, es decir, que sirve para comparar el modelo con los hechos.


  Ello presupone una noción dialoguista y consensual del funcionamiento democrático, en el que las concepciones no surgen de una autoridad central sino de la descentralización decisional.


  Sobre la base del modelo “ascendiente” se puede pensar que toda decisión sobre los fundamentos de la democracia, aun de la justicia concreta, puede ser analizada conforme a si sería aceptada por los ciudadanos.


  Se recurre a un acuerdo hipotético que toma en cuenta el grado de maduración que la sociedad muestra sobre la concepción de la justicia, entendida como los principios morales que aceptarían personas libres, iguales, racionales y razonables que permitan una convivencia basada en la cooperación.


  La razonabilidad como criterio de corrección de justicia política para sociedades multiculturales implica que el objetivo es la paz social y no la imposición de determinado criterio sobre la vida. En la medida en que se busca la homogeneidad por sobre la diversidad habrá más tensiones, contrariando la finalidad de pacificación social.


  Este objetivo es importante para identificar la postura del juez, que debe ser procedimental y no sustantiva.


  El juez constitucional es un identificador de los consensos básicos de la sociedad y no quien decide sobre la base de sus propias concepciones de la vida.


  La autora


  Cuando se adoptó la decisión de crear el Centro de Información Judicial sólo hubo fracasos, ya que no había manera de hacer entender que no se trataba de una página web sino de una revolución comunicacional.


  Por esta razón hubo que recurrir a expertos que tuvieran experiencia fuera del Poder Judicial; tampoco era sencillo encontrar a alguien que resultara, al mismo tiempo, especialista en derecho, periodismo y tecnologías de la información, que son tres áreas casi divorciadas entre sí.


  Se hizo una búsqueda muy amplia y se fue acotando la selección entre aquellos que pudieran mostrar una experiencia exitosa en productos informáticos vinculados con la noticia judicial. Hubo varios intentos hasta que, finalmente, se contrató a la autora de este libro y a su equipo, por su perfil profesional, sus antecedentes y, por sobre todo, porque supo entender el cambio que se necesitaba.


  La autora ha estudiado abogacía y periodismo, en ambos casos con posgrados y las mejores graduaciones. Esta conjunción de saberes es infrecuente, pero debemos sumarle además la experiencia, es decir, el conocimiento que sufre los desafíos de ser aplicado.


  La escritora ha transitado por las duras batallas de lo cotidiano, porque ha trabajado en los medios de comunicación comenzando por donde se debe hacerlo, por los primeros escalones.


  También cabe señalar que se ha especializado en las tecnologías de la información, es decir, el futuro. Posee el requisito fundamental de toda persona que triunfa: el amor desenfrenado por su profesión, que a uno lo lleva a pensar y actuar todos los días, sin horarios, porque el impulso propio del corazón excede el de las oficinas o el de las redacciones.


  Abogacía, periodismo, tecnología, experiencia y pasión por la profesión es la mejor conjunción para el mejor resultado.


  La historia de este proyecto ha planteado desafíos notables. En este libro se cuentan las dificultades, los secretos de las soluciones, la voluntad férrea de llevar adelante una decisión cuando hay dudas, las trabas de la práctica, el avance con la tecnología en contextos adversos, las resistencias culturales, el modo en que la gente participó. En fin, hay mucho por contar y mucho por leer.


  Concluyendo este prólogo, es bueno decir que la creación del Centro de Información Judicial ha sido apoyada fuertemente por todos los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sea para difundir las ideas en momentos amables, sea para defenderlas en los momentos difíciles.


  RICARDO LUIS LORENZETTI


  Presidente de la Corte Suprema de la República Argentina


  Buenos Aires, abril de 2014


  INTRODUCCIÓN


  Si dijera que este libro relata el proceso de creación de un medio de comunicación digital, estaría contando una parte de la noticia. O, probablemente, ni siquiera se trataría de una noticia.


  A diario se crean en el mundo sitios en internet para difundir todo tipo de temas.


  Las plataformas abiertas permiten que cualquier usuario, de toda edad y sin necesidad de contar con entrenamiento específico, ponga online una web sin mayor complejidad.


  Mediante YouTube es posible subir videos, comentarlos y compartirlos. Lo mismo sucede con las redes sociales. Twitter, Facebook o Instagram han revolucionado los sistemas de comunicación e interacción.


  Internet como soporte comunicacional es fascinante e ilimitado. La información es poder. Y la red da ese poder a cada vez más personas en todo el mundo.


  Lo que cuento aquí no es sólo el proceso de creación de un sitio web. Va más allá. Es más complejo.


  El libro relata el intrincado camino que seguimos quienes desarrollamos el Centro de Información Judicial (CIJ), el sitio web oficial de noticias judiciales que hoy es una marca registrada de la Corte de Lorenzetti.


  Lo que repasamos son las historias de hombres y mujeres, jueces y juezas, funcionarios y empleados judiciales, que nos acompañaron en el proceso. También las de un grupo de especialistas de diverso origen y formación: periodistas digitales y audiovisuales, reporteros gráficos, diseñadores, programadores y comunicadores sociales.


  La historia arranca en los primeros días de agosto de 2008, cuando recaímos en una pequeña oficina en el imponente Palacio de Tribunales.


  No fue fácil saltar “del otro lado del mostrador”.


  En 2006, cuando todavía existía el eco de las cacerolas y los ahorristas cuyos fondos quedaron atrapados en los bancos por el “corralito” reclamaban que los jueces dieran la cara, Lorenzetti tuvo la idea de crear un nuevo sistema de comunicación que reconstituyera los lazos con la sociedad.


  Había que salir a comunicar mejor las decisiones del Poder Judicial. Había que abrir a la sociedad las puertas de los tribunales. Desde los lugares más remotos del país, los jueces acompañaron al presidente de la Corte en este desafío.


  La idea maduró en 2008, cuando pusimos online el Centro de Información Judicial. Fue un proceso largo y arduo. Al recambio de los principales estamentos judiciales hubo que acompañarlo con una nueva cultura comunicacional. Eran también tiempos de evolución tecnológica.


  ¿Había consenso para que el Poder Judicial pudiera comunicar sus actos desde una agencia de noticias propia? ¿Había espacio para las redes sociales en el mundo judicial? ¿Estaban preparados los jueces para mostrar su trabajo y mostrarse?


  A casi seis años de aquello que parecía una quimera no quedan dudas. Creamos una marca. También, un sistema de comunicación judicial, un nuevo paradigma. Otro modelo cultural.


  MARÍA BOURDIN


  Buenos Aires, abril de 2014


  1. NACE UN MEDIO


  Los medios de comunicación se han convertido en tan necesarios para nuestra existencia como el aire que se respira o el pan de cada día.


  CARLOS S. FAYT1


  Ricardo Luis Lorenzetti juró como ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina el miércoles 22 de diciembre de 2004, a las doce, en la Sala de Audiencias del cuarto piso del Palacio de Tribunales. Afuera, mientras el entonces presidente de la Corte, Enrique Santiago Petracchi, le tomaba juramento, resonaban las cacerolas de ahorristas que reclamaban en la calle por el “corralito” que había retenido los ahorros de muchos argentinos en los bancos en 2001.


  Seis días antes, el Senado de la Nación había aprobado su pliego con cincuenta votos a favor, uno en contra y dos abstenciones. Con cuarenta y siete años, el santafesino se convertía en el miembro más joven del renovado grupo de jueces que pasaría a integrar la Corte tal como la conocemos hoy.


  Ya había pasado lo peor de la crisis de 2001.2 Entre 2002 y 2004, como coletazo inevitable del fin de una época, hubo renuncias y destituciones dentro del Máximo Tribunal, hasta quedar conformada su composición actual.3 Lo mismo sucedió con el fuero nacional en lo Criminal y Correccional Federal, donde tramitan, entre otras, las causas en las que se investigan a funcionarios públicos.4


  Con casi treinta años de trabajo académico y de ejercicio de la profesión en forma privada (excepto un par de meses “cosiendo expedientes” como meritorio en un juzgado santafesino como único antecedente lejano en la Justicia), Lorenzetti era un verdadero outsider en el Poder Judicial.


  Estudioso, analítico y crítico al detalle, hombre de la academia al fin, Lorenzetti es también implacablemente pragmático y, al asumir como juez, ya tenía en claro que había que encarar cambios de fondo en la administración de Justicia.


  Un episodio que recrean los periodistas Abiad y Thieberger en el libro Justicia Era Kirchner. La construcción de un poder a medida ilustra el delicado momento político en el que Lorenzetti pasaría a ser integrante del Máximo Tribunal del país:


  En la cena de fin de año, la Asociación de Magistrados de Santa Fe decidió rendirle homenaje al colega que estaba a punto de convertirse en juez, y nada menos que de la Corte. “Conocemos y valoramos tu predisposición al diálogo, pero cuando eso falle y tengas que enfrentarte a la realidad, vas a poder recurrir a este presente”, exclamó ceremonioso uno de los abogados antes de entregarle un paquete. Después de desenvolver las distintas capas de papel de regalo, Lorenzetti se encontró con un par de guantes de boxeo. Se rio, pero todos le auguraban un futuro hostil en Buenos Aires.5


  Lo que venía, entonces, asomaba complejo.


  El Poder Judicial había sufrido los efectos de la crisis económica, que agravó y puso en evidencia problemas preexistentes.


  El 1º de diciembre de 2001, el Poder Ejecutivo, a través del decreto de necesidad y urgencia 1.570, estableció la prohibición de retirar de cuentas bancarias montos superiores a los doscientos cincuenta pesos/dólares por semana, una medida de contingencia para frenar la creciente fuga de capitales. Nacía el “corralito”.


  Ese decreto, las demás normas que establecieron restricciones a la disponibilidad de depósitos y las que modificaron la moneda en que se habían realizado ciertos contratos —dando lugar a la llamada “pesificación asimétrica”— derivaron en un ingreso masivo de causas judiciales.


  Según datos de la Corte, entre 2007 y 2013 se registraron 81.106 procesos.6 Casi dos terceras partes de ese caudal de expedientes se formaron en los dos primeros años y luego el ingreso continuó sin pausa, aunque a un ritmo bastante menor. Incluso en 2014 continúan llegando a la Corte algunos casos aislados rezagados desde instancias anteriores.


  La sentencia que destrabó el conflicto generado por el corralito fue la dictada el 27 de diciembre de 2006 en la causa “Massa”,7 cuando la Corte declaró el derecho del ahorrista a obtener del banco el reintegro de su depósito convertido en pesos a la relación de 1,40 pesos por cada dólar, ajustado por el CER (Coeficiente de Estabilización de Referencia, un mecanismo creado para actualizar deudas) más intereses hasta el momento de su pago.


  En su voto, Lorenzetti sentenciaba: “Un sistema estable de reglas y no su apartamiento por necesidades urgentes es lo que permite construir un Estado de derecho”.8


  La doctrina del fallo “Massa” fue aplicada por los tribunales inferiores y por la propia Corte en decenas de miles de casos.


  Tras ese pronunciamiento, el Tribunal dictó otros fallos que fueron dando respuesta a nuevas y diversas cuestiones que derivaron de aquellas normas de emergencia: los casos “Della Ghelfa”,9 “EMM”,10 “Mata Peña”,11 “Galli”,12 “Kujarchuk”,13 y “Benedetti”,14 entre otros. Todas esas decisiones conformaron el andamiaje jurisprudencial base para afrontar el gran volumen de causas que arrastró la crisis de 2001 y que dio solución definitiva a cada reclamo particular.


  Claramente, la nueva Corte debía administrar las consecuencias de la crisis, para evitar un colapso institucional. Eran muchos los desafíos, y el Poder Judicial precisaba que alguien encabezara las principales transformaciones en uno de los tres poderes del Estado.


  En 2006, la Corte convocó, juntamente con el Consejo de la Magistratura y las asociaciones que nuclean a jueces y juezas de todo el país,15 a la Primera Conferencia Nacional de Jueces, que se realizó el 30 y 31 de marzo y el 1º de abril de ese año en Santa Fe.


  Por primera vez se reunieron más de quinientos jueces de todas las jurisdicciones, tanto federales, nacionales como provinciales. La sede del encuentro fue la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, y la conferencia se denominó “Jueces y Sociedad”.


  Las deliberaciones se realizaron en cuatro comisiones: Ética judicial, Prensa, justicia y sociedad, Independencia judicial, estatus del juez y relación con otros poderes y Capacitación y escuela judicial, en las que expusieron los jueces de la Corte y representantes de las otras entidades convocantes.


  Lorenzetti transitaba sus primeros tiempos en la Corte. Tenía un panorama claro acerca de los desafíos centrales para el Poder Judicial y anunciaba los primeros pasos de la evolución institucional:


  Debemos superar aquello que siempre se nos ha dicho a los argentinos: estamos apasionados por el diagnóstico, apasionados y enamorados de las declaraciones, que luego quedan allí guardadas en libros, en cuadernos, en papeles. Pero el ciudadano común hoy percibe una distancia entre lo declarado y lo efectivo que no nos resulta ajena. Y entonces quisimos hacer algo que no sólo fuera un conjunto de declaraciones o de quejas sino un conjunto de propuestas, también, para que nos organicemos mejor y podamos avanzar. Por eso es que ustedes van a ver propuestas muy concretas; por ejemplo, la posibilidad de crear algún sistema de expertos que asista a los jueces cuando tienen casos de gran notoriedad y que los ayude a manejar ese conflicto para el cual ninguno de nosotros está preparado. Hemos propuesto también, y ha sido aprobado, la creación de un Centro de Información Judicial que ayude a los jueces, a lo largo y a lo ancho del país, en su trabajo diario. Y esto permitirá que cada uno de ustedes pueda consultar, pueda reunirse con sus pares, discutir los temas, las dudas, o bien recibir el material que desea. Son propuestas concretas porque pensamos que hay que avanzar para que en la próxima reunión ya no hablemos más de estos temas y los veamos en ejecución.16


  Políticas de Estado del Poder Judicial


  Unos meses después de aquel encuentro en Santa Fe, Lorenzetti asumió la Presidencia del Máximo Tribunal, el 1º de enero de 2007.17 El nuevo titular de la Corte ya tenía su diagnóstico completo. Entendía que había que terminar de resolver numerosas tensiones sociales acuciantes para dar cierre a un período de transición de poscrisis y que había llegado el momento de poner en marcha cambios de fuerte impacto institucional, que permitieran a la sociedad recuperar la confianza en el Poder Judicial.


  Su documento “Políticas de Estado para el Poder Judicial”, difundido en agosto de ese mismo año, en el marco de la II Conferencia Nacional de Jueces, titulada “Poder Judicial, independencia, gestión y servicio a la sociedad”,18 sintetiza sus ideas más sensibles al respecto como producto de un intenso trabajo de análisis de los múltiples problemas estructurales del Poder Judicial.


  La Corte de Lorenzetti estaba en una etapa embrionaria. Comenzaban a ponerse en marcha intensas experiencias de reforma y modernización que apuntaban a reestructurar la gestión, la comunicación, la tecnología, la administración, la infraestructura, el acceso a justicia y los servicios al ciudadano, en una Corte que ya estaba claramente enfocada en ocuparse de los problemas de la gente.


  Explicaba Lorenzetti en aquel documento:


  En estos momentos debemos mirar el futuro y, para ello, tener en cuenta que el desarrollo sólo es sostenible en el mediano plazo con un adecuado marco institucional que garantice reglas claras, previsibilidad y equidad, lo que subraya la importancia decisiva del rol del Poder Judicial en el diseño estratégico de la Nación.


  La Corte trabajaba entonces para desarrollar un nuevo marco institucional de consensos estables, de acuerdos sólidos, con un horizonte en común, para encontrar soluciones de fondo y empezar a reconstruir los deteriorados vínculos entre el Poder Judicial y la sociedad. Lorenzetti lo describía así:


  La Justicia padece una crisis de confianza por parte de la ciudadanía, que es necesario revertir con urgencia a través de gestos y medidas adecuadas, atento al delicado rol institucional que cabe a los jueces como garantes de los derechos de todos los habitantes.19


  ¿Cuáles eran, en aquellos años, las demandas sociales con respecto al Poder Judicial?


  La Corte entendía que los reclamos apuntaban a la sensación de “falta de justicia”, a través de una identificación casi automática entre el valor “justicia” y el Poder Judicial. Problemas como inseguridad, reducción de salarios y jubilaciones, corrupción, etcétera, en algunos casos confundían hasta dónde podía llegar el Poder Judicial para solucionar un conflicto y hasta dónde éste era competencia de otro poder del Estado.


  Al mismo tiempo, existía una marcada tendencia social a percibir la justicia como un servicio al que sólo podían acceder determinados sectores, es decir, un grupo de grandes excluidos y otro de grandes favorecidos. Además, estas demandas estaban asociadas con un reclamo de falta de independencia por parte de los jueces, con la percepción de que no eran capaces de hacer frente a los condicionamientos y presiones de los otros poderes.


  Por otro lado, un recurrente reclamo tenía que ver con la lentitud en la marcha de las causas judiciales y, sobre todo, con una sensación de que los jueces preferían dilatar los conflictos antes que resolverlos.


  Con el diagnóstico formulado en 2007,20 Lorenzetti apuntaba a abrir el juego y la Corte se posicionaba entonces como clara cabeza del Poder Judicial.


  Los jueces quieren que se sepa de qué se trata


  En su discurso de 2006, en la Primera Conferencia Nacional de Jueces en Santa Fe, Lorenzetti había subrayado especialmente la necesidad de crear una herramienta que viniera a dar respuesta al histórico déficit comunicacional del Poder Judicial. Fueron pocas palabras. Luego de una referencia a que los argentinos hacemos mucho diagnóstico pero luego avanzamos poco, mencionó una propuesta clara: la creación de un Centro de Información Judicial para hacer comunicación hacia afuera, y que se haga de manera coordinada a lo largo y a lo ancho del país.


  No hacían falta entonces más discursos. La decisión fue consensuada por los jueces de todo el país.


  Los magistrados querían que la sociedad supiera más sobre sus fallos, que se pudiera conocer mejor cómo trabaja el Poder Judicial, que se entiendan las decisiones, que haya mayor transparencia y una comunicación más eficaz.


  La decisión de iniciar un nuevo camino en la forma en que los jueces comunican lo que hace el Poder Judicial se transformaría, en pocos años, en un cambio de paradigma que sacudiría la rígida estructura judicial.


  Mientras eso sucedía puertas adentro, la noticia judicial venía ganando cada vez más espacio en los medios masivos de comunicación.


  Yo aún trabajaba como periodista en un canal de noticias y percibía ese creciente reclamo de noticias sobre causas judiciales por parte de la sociedad y de los medios en los que me desempeñaba. La judicialización de la política y de la vida cotidiana era cada día más notable.


  Todavía faltaba para que diera el salto al “otro lado del mostrador”.


  La noticia judicial, la gran protagonista


  La demanda de noticias judiciales tiene como antecedente y disparador inicial el Juicio a las Juntas,21 en 1985, ya que permitió visualizar la “noticia judicial” como una nueva categoría de información centrada mucho más en los procesos judiciales y sus actores principales, los jueces. Al respecto explica el juez Marcos Gravibker:


  A partir de 1983, las noticias judiciales comenzaron a adquirir mayor relevancia en el interés de la sociedad y, por ende, a cobrar más presencia en los medios de comunicación masiva. Si bien el factor detonante inicial parecería haber sido el juzgamiento de quienes habrían resultado responsables de lo sucedido durante el último gobierno de facto, la avidez por la información judicial comenzaba a corporizarse de manera más concreta. Una vez más, lo que sucedía en algunos procesos judiciales no podía limitarse a una suerte de “subcapítulo” de las secciones referentes a “asuntos policiales” en los medios gráficos, como pudo haber sucedido varias décadas atrás.22


  Además, con la recuperación de la democracia, la sociedad comenzó a percibir que recuperaba derechos y que podía reclamarlos judicialmente. Explica el juez Julián Ercolini:


  Arrastrados por estos cambios que se vienen desarrollando en las últimas décadas, los conflictos o temas que nos toca abordar a los jueces se han ido incorporando a las agendas cada vez más abultadas de los medios de comunicación más tradicionales, como temas de interés público.


  Y agrega:


  Al punto que puede hablarse hoy de la noticia judicial como de una categoría autónoma de la información diaria.23


  En un escenario de creciente judicialización de la vida política y social era inevitable que surgieran los primeros conflictos entre jueces y periodistas o que se agudizaran los ya existentes.


  Uno de los pioneros en estudiar el fenómeno fue el recordado periodista Héctor Ruiz Núñez.24 En el libro Jueces y periodistas. Qué los une y qué los separa25—escrito en coautoría con el ex fiscal federal Pablo Lanusse— asegura que la relación de los jueces y el periodismo ha sido históricamente conflictiva por las permanentes tensiones entre la tarea de los jueces de buscar la verdad jurídica y la necesidad de los periodistas de cubrir la expectativa de los medios y de la opinión pública.


  En ese sentido, Lanusse afirma:


  La cuestión judicial dejó de ser del interés solamente de quienes actuaban en su derredor y empezó a calar en la sociedad, al advertirse que su buen o mal funcionamiento impactaba en las cosas cotidianas. La prensa especializada, los periodistas de investigación y el espacio para las noticias judiciales fueron creciendo y adquirieron una impronta superlativa. A su vez, la importancia mediática que adquiría el trabajo de los jueces obligó a los periodistas de investigación y a aquellos que cubrían hechos relacionados con el ámbito judicial a especializarse para poder transmitir las noticias surgidas de los juzgados.26


  Lo cierto es que las investigaciones por actos de corrupción de funcionarios públicos en los años noventa, el juicio por el asesinato de la joven catamarqueña María Soledad Morales en 1996 o las causas por el “corralito bancario” a partir de 2001 aumentaron el interés de la opinión pública y plantearon nuevos desafíos tanto para jueces como para periodistas.


  La relación entre jueces y periodistas era vivida como algo a ser analizado, de uno y otro lado.


  Las periodistas Irina Hauser y Carolina Bilder también estudiaron el fenómeno en el artículo “Justicia y medios de comunicación: un campo de relaciones conflictivas”. Allí dicen:


  El proceso judicial y el proceso informativo se entrecruzan constantemente y ya no hay forma de concebirlos como instancias separadas, al menos en lo que respecta a casos de amplia resonancia pública. Tampoco es posible pensarlos con independencia de la opinión pública […] Apenas sucede o es denunciado un hecho que tiene apariencia de delito, se abren dos procesos simultáneos. Uno es el proceso judicial, abocado a determinar si el delito existió y quiénes son sus responsables. El otro se desprende del mismo hecho y es el proceso informativo canalizado por los medios de comunicación. El objeto de la información pasa a ser la “noticia judicial” que, a su vez, es objeto de la investigación judicial.27


  Tensiones y disfuncionalidades explicadas por jueces y periodistas a la hora de comunicar decisiones judiciales fueron minuciosamente analizadas por la Corte de Lorenzetti cuando entendió que había llegado el momento de actuar.


  La ecuación a resolver tenía además de los dos componentes ya mencionados, jueces y periodistas, un tercero: la sociedad. La relación entre jueces y periodistas podía ser mejorada, y mejorarla era, fundamentalmente, hacerla más fluida, ágil y transparente, en beneficio de la sociedad, que pasaría a recibir más y mejor información.


  Había que comunicar de otra manera.


  La noticia judicial requería un tratamiento específico que eliminara ruidos en la relación con los periodistas y con la sociedad.


  Como cabeza del Poder Judicial, la Corte había generado el marco teórico en la Primera Conferencia Nacional de Jueces de Santa Fe, y muy pronto le daría sustento legal mediante una acordada. Las asociaciones de magistrados de todo el país alentaban reuniones para discutir los matices de la relación entre los jueces y los periodistas. Había consensos básicos. Faltaba poco para que cobrara forma definitiva el nuevo modelo de comunicación judicial.


  La creación de un Centro de Información Judicial


  El Poder Judicial arrastraba, por aquellos años, la tradición de que los jueces “comunican por sus sentencias”.


  Proposición, dogma o axioma, aquel sistema de comunicación podía definirse de la siguiente manera: todo lo que los jueces tienen para decir a la sociedad está en sus pronunciamientos judiciales, las sentencias.


  Como consecuencia de ello, se debatía internamente la forma en que el Poder Judicial debía dar a conocer sus decisiones. Sobreabundaban tensiones, malentendidos y conflictos con los medios y con la sociedad a la hora de comunicar un caso de resonancia pública.


  Dice la jueza Ángela Ledesma:


  La dualidad que genera, por un lado, el dogma los jueces hablan por sus sentencias y, por otro, los juicios mediáticos, a los que asistimos diariamente, constituye una clara demostración de la disociación entre la tarea que se realiza en el ámbito de la Justicia y lo que la sociedad conoce o entiende de ella. Esta situación denota la necesidad de construir una forma de comunicación adecuada entre los jueces y la ciudadanía. La antigua expresión los jueces hablan por sus sentencias sirvió en más de una oportunidad, con y sin intención, como escudo protector para omitir comunicar. Esta actitud propia de un juez otrora parado en una torre de marfil, alejado de la realidad y disociado del mundo que lo circundaba, ya es insostenible.28


  Agrega el juez Claudio Bonadio:


  Esta proposición, casi un lugar común al momento de opinar sobre la forma en que los jueces deben comunicar sus decisiones, es también una forma de situarse frente al problema que implica desentrañar si existe una manera apropiada de relación entre el Poder Judicial y los medios de comunicación social que actúan, en los hechos, interpretando esas decisiones jurisdiccionales.29


  Lorenzetti no dudaba. Había que revertir aquella tendencia histórica de “puertas cerradas”, para iniciar un cambio que debía apoyarse en la decisión de reconstruir los deteriorados vínculos entre el Poder Judicial y la sociedad.


  La motivación de generar un cambio tenía un objetivo concreto: trazar un nuevo camino en el que el Poder Judicial se transformara en un protagonista activo en la comunicación de sus decisiones.


  Pero ¿qué y cómo debía comunicarse? El Poder Judicial debía organizarse para canalizar toda aquella información que mostrara el trabajo cotidiano de los jueces sobre aspectos fundamentales para los ciudadanos, desde jubilaciones, trabajo, alimentación, vivienda, prestaciones de salud y ambiente hasta acceso a la justicia, acceso a la información, seguridad y derechos de las minorías, entre otros.


  La difusión clara de las decisiones judiciales contribuiría a consolidar el valor de la imparcialidad.


  Además, debía ponerse a consideración de la sociedad lo que el Poder Judicial realizaba institucionalmente para agilizar las causas y modernizar los procesos. El objetivo era “sacar al Poder Judicial a la calle” y rendir cuentas como funcionarios públicos.


  Lorenzetti explicaba este proceso de la siguiente manera:


  Cuando convocamos a la primera Conferencia Nacional de Jueces, a fin de iniciar el proceso de transformación del Poder Judicial, planteamos la relación entre los magistrados y la sociedad. En ese contexto surgió la necesidad de comunicar como una política de Estado, perdurable en el tiempo, basada en el derecho que tienen los ciudadanos a conocer las razones de las decisiones que los afectan, en el reconocimiento de cooperar con la prensa para lograr ese propósito, y adoptando como principio fundamental la transparencia informativa.30


  Después de aquel encuentro en Santa Fe, la Corte daría un paso de gran importancia para transformar esa iniciativa debatida en una decisión institucional: la creación, a través de la acordada 17/06,31 de un Centro de Información Judicial, que debiera “promover la difusión de las decisiones judiciales con el objeto de permitir a la comunidad una comprensión más acabada del quehacer judicial”.32


  Empezó así un proceso gradual de cambios en la estructura comunicacional del Poder Judicial, que incluyó intensos encuentros y debates con magistrados de todo el país, en el marco de un trabajo que incluía a la Corte, las asociaciones de jueces y magistrados de numerosos fueros e instancias, tanto de la Justicia nacional y federal como de las justicias provinciales.33


  La búsqueda de información por los pasillos (en Comodoro Py)


  Corría el año 2008, y yo buceaba en el ejercicio del periodismo judicial como acreditada por el canal de noticias C5N en la Corte y los tribunales de Retiro.


  A esa altura ya había visitado regularmente el Palacio de Tribunales para hablar con mis fuentes de información, jueces o funcionarios judiciales. Conocía con bastante precisión los recovecos de un edificio que, para quien no está acostumbrado, puede resultar un laberinto. También visitaba regularmente la sede de Comodoro Py 2002,34 el mítico edificio cuyas escalinatas han visto subir y bajar a funcionarios públicos, que también ascendían o descendían en la consideración de la sociedad. El caso más reciente es el del vicepresidente Amado Boudou, citado a declaración indagatoria por el juez Ariel Lijo en la causa “Ciccone”.


  Generalmente, la tarea no era sencilla: había que golpear muchas puertas para conseguir información oficial sobre las causas de mayor impacto político o social. Prevalecían los off the record,35 y los periodistas nos llevábamos en papel para fotocopiar las sentencias que debíamos explicar primero a nuestros editores y luego al público, cámara de televisión mediante, en mi caso.


  No había una rutina de procedimientos establecida por la cual los jueces entregaran información a los periodistas, ni se hacían públicas sus sentencias. Mucho dependía de los contactos personales, del medio al que uno perteneciera, de los vínculos de confianza con los funcionarios de cada juzgado. No había una cultura de la comunicación pública y era necesario entonces recorrer intensamente los pasillos de Comodoro Py en busca de la información.


  En general, durante nuestra recorrida por Comodoro Py, los periodistas judiciales alternábamos entre el tercero y el cuarto piso, donde tienen sus despachos los llamados “jueces federales” (los de primera instancia del fuero Nacional en lo Criminal y Correccional Federal), aquellos que podían proveer información caliente sobre causas que, por ejemplo, involucraran a funcionarios públicos o por narcotráfico. La información solía ser en off. Si había un fallo, lo recibíamos en papel, lo fotocopiábamos y lo repartíamos.


  En el caso de la Cámara Federal (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal) nos resultaba más atractivo cuando había acuerdo. Aunque variaba según las salas (en la actualidad, la Cámara está integrada por Jorge Ballestero, Horacio Cattani, Eduardo Farah, Eduardo Freiler y Martín Irurzun), en general, los martes y jueves solían ser los días de trabajo más intenso.


  Nuestro lugar de encuentro era la Sala de Periodistas, en la planta baja. Allí compartíamos los fallos, las computadoras y los teléfonos. También aguardábamos en la Sala cuando cubríamos los juicios orales o hacíamos guardias periodísticas por alguna información caliente del día.


  En eso andaba cuando Lorenzetti me propuso poner en marcha el Centro de Información Judicial. Debíamos crear un medio de comunicación. Había que inaugurar un formato, un lenguaje, un estilo y, por qué no, una marca.


  Desembarqué oficialmente en el Palacio de Tribunales el 1º de agosto de 2008 con mi colega Pablo Méndez.36 Abogado y magister en Periodismo como yo, habíamos compartido varios proyectos laborales multimedia. Aunque comenzamos nuestra formación en el periodismo gráfico —él en el diario La Nación y yo en el diario Clarín—, nos entrenamos profesionalmente en medios digitales y admirábamos lo que para nosotros era la “teología” de innovaciones de Steve Jobs.37


  Facilitar el acceso a la información (desde Talcahuano)


  Lorenzetti tenía en claro que la política de comunicación pública debía profundizarse, y de lo que se trataba ahora era de transformar un modelo institucional en un proyecto que acercara la información judicial al ciudadano común.


  La Corte había dado claras señales de poner en marcha un cambio de paradigma. Por ejemplo, a la acordada de creación del CIJ, en 2006, se sumó otra relacionada con la televisación de juicios orales, en 2008.38


  Aun así, nuestra tarea se presentaba faraónica.


  ¿Cómo construir una nueva cultura judicial que, lejos de darle la espalda a la sociedad, pudiera mirarla de frente para explicar más y mejor en qué consiste su trabajo? ¿Cómo convencer a los jueces de que debían convivir más a menudo con cámaras de televisión y de fotos, micrófonos o reflectores? ¿Cómo alterar la entonces inalterable tradición histórica de que los jueces sólo hablan por sus sentencias? ¿Cómo eliminar los ruidos, las tensiones y las disfuncionalidades de los que daban cuenta jueces y periodistas?


  Estamos hablando de modernizar una institución de formas clásicas, rígidas, de abrir “nuevas ventanas” en edificios de gruesas paredes.


  Suele decirse que el Palacio de Tribunales es de estilo ecléctico, tendencia ligada al academicismo, la escuela arquitectónica de finales del siglo XIX a la que pertenecía Norbert Maillart,39 que favorecía la libre combinación de diversos estilos de construcción edilicia en detrimento de la unidad. Bronces, cerámicas, mármoles, maderas talladas y vitrales decoran al suntuoso edificio de 68.500 metros cuadrados, en el que distintas salas de audiencias, salones de reuniones, despachos y oficinas componen sus distintos niveles.


  Recaímos en una pequeña oficina, la Nº 5033, en el quinto piso del Palacio, con vista a la calle Tucumán.


  Convencidos de que debíamos generar un sitio de noticias judiciales con amplio despliegue de imágenes y videos, mientras Pablo Méndez trabajaba en las primeras líneas del diseño del nuevo portal, yo salía a explicar a cada juez que aceptara recibirme cómo internet estaba mutando nuestras vidas y de qué manera podía cambiar también el sistema de comunicación del Poder Judicial.


  Hoy hasta podría parecer naïf relatar los beneficios de la comunicación digital. La gente consume masivamente información a través de la web, en sus casas o en sus dispositivos móviles, y las redes sociales se han convertido en las más poderosas usinas comunicacionales de la historia reciente.


  Los datos de acceso a internet que la empresa de mediciones comScore dio a conocer este año muestran que Latinoamérica es la región en la cual más ha crecido la cantidad de personas conectadas a la red global.40
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